
ACLARACION DE VOTO 

 

Demandantes: Samuel Gaviria Londoño y otro 

Demandados: C.M. Fundición y Maquinaria S. A. y otros 

Radicado:  05001-31-03-002-2008-00797-01 

M. Ponente:  Dr. Ricardo León Carvajal Martínez  

 

Estoy de acuerdo con la decisión, pero con el debido respeto 

con la mayoría de los integrantes de la Sala me veo precisado 

a aclarar el voto porque en las consideraciones de la 

sentencia, expresamente consigna: “Encuentra esta 

Corporación justificación para apartarse de las disposiciones 

contenidas en el inciso tercero del artículo 90 del C. de P.C. 

(hoy inciso cuarto del artículo 94 del CGP), en aras de 

garantizar el debido proceso de la parte ejecutante, así como 

los derechos de contradicción y defensa de la parte 

demandada, sin desconocer las prerrogativas de ambas 

partes, dando prevalencia al derecho sustancial (artículo 228 

C.P.)”. Este aserto no lo comparto por las siguientes razones: 

 

En esencia, la inconformidad de los recurrentes con la 

sentencia de primer grado, se soporta en el hecho de que se 

configuró la prescripción y se debe declarar porque la 

obligación prescribió desde el 1º septiembre de 2010, 

teniendo en cuenta que venció el 1º de septiembre de 2007 

y porque no se debió emplazar al obligado Roberto de Jesús 

Vélez Vélez, atribuyendo la nulidad en la que se incurrió a la 



parte demandante. Al efecto, se coligió que no se acreditó 

que la parte demandante hubiera dado lugar a la nulidad y, 

por esta razón, no había lugar a considerar que no se 

interrumpió la prescripción y se configuró porque la nulidad 

que se decretó comprendió la notificación del auto que libro 

mandamiento ejecutivo, como lo prescribe el Nral. 3º del art. 

91 del C. de P. Civil, regla que solo tiene aplicación en el 

evento de que la parte demandante hubiera actuado con 

malicia o de mala fe, como lo precisa la jurisprudencia 

constitucional citada.  

 

Al efecto, no se acreditó que el demandante conocía de la 

muerte del deudor Roberto de Jesús Vélez Vélez, incluso 

intentó notificarlo en tres direcciones diferentes; luego, la 

cónyuge de éste compareció y dio cuenta de su fallecimiento 

desde antes de la presentación de la demanda, lo que dio 

lugar a que se decretara la nulidad y, en su lugar, se 

vinculara a la sucesión representada por sus herederos y 

cónyuge supérstite; si bien es cierto, que con posterioridad 

se incurrió en una segunda nulidad porque se libró 

mandamiento de pago en contra de la heredera Sonia Stella 

Vargas Gonzalez sin que previamente se le hubiera notificado 

la existencia de los títulos ejecutivos, tampoco se advierte 

mala fe del demandante y, en su lugar, lo que dio fue un 

descuido de la Judicatura al librar el mandamiento de pago 

sin verificar el cumplimiento de ese requisito. Bajo estas 

circunstancias, es evidente que las nulidades que se 



decretaron no afectaron la interrupción de la prescripción 

que tuvo lugar con la presentación de la demanda y la 

notificación de algunos de los obligados solidarios en un 

mismo grado.  

 

Ahora, con la muerte del causante su patrimonio se 

transmite a sus herederos con todas sus atributos; es decir 

con sus cualidades y defectos; lo que implica, que si se 

demandó a la sucesión representada por sus herederos, ésta 

sustituyó al causante y pasó a ocupar exactamente el mismo 

lugar que tenía como obligado cambiario; de donde si era 

deudor solidario en un mismo grado en el titulo valor con los 

demás deudores, bastaba con que se notificará a cualquiera 

de ellos para que la prescripción se interrumpiera frente a 

los demás deudores solidarios, incluyendo la sucesión 

representada por los herederos, como lo prescribe el art. 792 

del C. de Comercio; luego, como algunos deudores se 

notificaron antes de que se consumará la prescripción, la 

interrupción de la prescripción también opero frente a la 

sucesión; circunstancia que por sí sola también es suficiente 

para concluir sin más consideraciones, que la prescripción no 

está llamada a prosperar.  

 

Es pertinente precisar, que en este caso no se demandó a los 

herederos como deudores de cuota en la obligación del 

causante y, por tanto, no había lugar a examinar si la 

prescripción opera en forma separada para cada uno de ellos 



y que efectos tiene la notificación de uno de los herederos 

frente a los otros; como tampoco, se tiene que abordar el 

problema de si una vez interrumpida la prescripción 

comienza a correr de nuevo y si en este caso se configuró y 

hay que reconocerla; pues este medio de defensa no fue 

propuesto por la defensa porque en cambio afirmaron que la 

obligación venció el 1º de septiembre de 2007 y la 

prescripción se consumó el 1º de septiembre de 2010; en 

ningún momento han insinuado que comenzó a correr un 

nuevo término prescriptivo y que se consumó en el 

transcurso del proceso.    

 

Por esta razón no había lugar a considerar que el inciso 3º 

del art. 90 del C. de P. Civil, hoy inciso 4º del art. 94 del C. 

General del Proceso, no tiene aplicación para este caso, 

quizás por ser contrario a normas superiores; sin que sea 

necesario dar lugar a los inconvenientes y consecuencias que 

trae aparejado un pronunciamiento de este calado.   

 

Medellín (Ant.), 15 de septiembre de 2022 

 

Atentamente, 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARIN 

Magistrado  


